Carátula 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 14 minutos) 


- La Comisión de Transporte y Obras Públicas da la bienvenida a los representantes de la Intergremial Marítima y Portuaria a 
quienes les pedimos disculpas porque hay señores Senadores integrantes de la misma que en este momento están abocados a 
otras tareas e incluso alguno de ellos probablemente se una a nosotros más tarde. De todas maneras, la versión taquigráfica de lo 
que aquí se exprese luego será distribuida a todos los señores Senadores. Esto es muy importante, sobre todo teniendo en cuenta 
que uno de los temas que probablemente ustedes aborden refiere a un proyecto de ley que está a estudio de la Comisión. 


Realizadas estas aclaraciones, les cedemos gustosamente la palabra. 


SEÑOR LAURIDO..- Soy el Secretario del Centro de Maquinistas Navales y en nombre de nuestra Intergremial Marítima y Portuaria 
quiero agradecer a la Comisión por habernos recibido. Si bien nosotros realizamos un primer repartido sobre el artículo 154 de la 
Ley de Presupuesto -que afecta exclusivamente al dragado y a la exoneración que se le fijó en esa misma ley, quitándosele las 
potestades que le otorgaba la Ley de Cabotaje- queremos también hacer mención a otro gran problema que tiene que ver con el 
transporte. Nos referimos al decreto reglamentario N* 19/003 de la Ley N* 16.345 del Poder Ejecutivo promulgado en enero de este 
año y que dio aprobación a un convenio internacional sobre la formación, titulación y guardia de la gente de mar. 


Entendemos que ese convenio reglamentario es sumamente inconveniente para los marinos mercantes, ya que no sólo suscribe 
nuestra profesión al ámbito de la marina de guerra -como siempre ha sucedido, pero ahora más aún- sino también la propia 
formación de los marinos mercantes civiles. 


Respecto al Decreto N* 154, debo decir que concurrimos a esta Comisión en nombre del Centro de Maquinistas Navales e, incluso, 
hoy lo hacemos con un compañero del SUANP. En el proyecto de Rendición de Cuentas el artículo figura como 146 y entre 
paréntesis se indicaba "ANP". Esto confundía aún más a los Legisladores, dado que se estaba hablando de un sistema en donde 
había una draga privada en el Uruguay. A propósito, en su momento fuimos recibidos por la Comisión de Presupuesto integrada con 
Hacienda y allí explicamos por qué era totalmente inconveniente que se aprobara el mensaje tal como venía del Poder Ejecutivo, 
dado que una única empresa había optado por la bandera uruguaya. Advierto que se trataba de una multinacional que, como todos 
sabemos, vienen a hacer dineros a través del dragado en todo el mundo. Esa empresa hizo todos los trabajos en el Canal Martín 
García así como su mantenimiento durante cuatro o cinco años con bandera de conveniencia. Reitero que se trata de una 
multinacional de origen holandés que desarrolla su actividad con otras subsidiarias. Finalizado el trabajo del Canal Martín García 
adopta la bandera nacional. ¿Qué significa eso? Como lo indicábamos en el repartido que habíamos hecho en su momento, eso 
significa que tenía bandera y tripulantes nacionales e incluso los comandos -esto es, el capitán, el jefe de máquina- también lo 
eran; además contaba con 19 tripulantes que aportaban a la seguridad social. Cabe advertir que la propia empresa nos había 
enviado un correo electrónico en donde decía que aportaba más de $4:000.000 anuales por esos 19 tripulantes. Entonces, si bien 
hace tantos años sucesivos gobiernos vienen estimulando la inversión extranjera, cuando una empresa lo había hecho se le quita 
la razón de ser de haberle otorgado los beneficios que le daba la vieja ley de cabotaje de 1954. Eso no fue entendido así. Incluso, 
en el seno de la Comisión el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, ingeniero Lucio Cáceres, había dado una explicación 
en el sentido de que esto había sido una triquiñuela de la multinacional holandesa para poder acceder a la licitación del dragado del 
Puerto de Montevideo, cosa que finalmente ganó esta empresa. 


Sabemos, por compañeros nuestros que estuvieron en el Dique Tanganor en Buenos Aires, que esa empresa multinacional estaba 
reparando la draga que supuestamente va a venir al Puerto de Montevideo a realizar el trabajo de dragado. Está con bandera de 
conveniencia y si tenemos en cuenta que si ya pudo trabajar en el Canal Martín García y como base de apoyo en la ciudad de 
Colonia, no sabemos en qué condiciones va a venir ahora dado que se le quitó la potestad que le otorgaba la bandera nacional. 
Inclusive, nuestro compañero integrante del SUANP podría ampliar acerca de las posibilidades ciertas que tiene nuestro Estado de 
dragar con dragas propias nuestro puerto, tema de cuya importancia nadie duda. 


Con respecto al otro punto que tenemos en consideración y sumamente complicado para nosotros, porque atenta contra nuestra 
profesión de marinos mercantes, informará el doctor Aceyro que fue quien presentó ante el Tribunal de Primera Instancia de lo 
Contencioso Administrativo una acción de amparo en contra de este decreto reglamentario. 


SEÑOR LARROSA.- En nombre de la Directiva -que integro- del SUNTMA, Sindicato Unico de Trabajadores del Mar y Afines, 
queremos agradecer la deferencia que ha tenido la Comisión para con nosotros. 


Vamos a complementar un poco la exposición del señor Laurido con referencia al dragado del Puerto de Montevideo que fue 
ganado por la empresa Boscalis Internacional. Tenemos una honda preocupación y por ello hemos hablado con algunos 
Legisladores para que se modifique este artículo 154. Concretamente, lo que nos preocupa es, por un lado, las fuentes de trabajo y, 
por otro, el embanderamiento. Cuando en junio de 1993 se aprobó lo que entonces llamamos "Ley Atchugarry" -porque fue quien la 
impulsó- se nos decía que iba a haber mucho trabajo, que sus disposiciones iban a resolver los problemas de la Marina Mercante y 
que, por ende, todo eso era una garantía. Sin embargo, a corto plazo vimos con mucho dolor que esa ley era, simplemente, para 
que los barcos que tenían bandera uruguaya las cambiaran, en 48 horas, por banderas de conveniencia o banderas piratas. La 
consecuencia de ello fue más desocupación de los marinos mercantes, porque quienes hacían usufructo de esos barcos eran 
tripulaciones extranjeras. 


Teníamos una reserva de cargas del año 1961; pero ocurre que a través de las sucesivas leyes de Presupuesto -como ha ocurrido 
en los últimos tiempos- se fueron desarticulando las leyes que teníamos en la Marina Mercante que, si bien es cierto no eran lo 
ideal ni muy amplias, sus contenidos eran bastante convincentes. Cada vez se ha ido desregulando y flexibilizando más el sector, 
rebajando los salarios y tomando personal extranjero. 


Hemos leído con atención las manifestaciones del Ministro Cáceres en las últimas sesiones que estuvo, en donde planteó que uno 
de los grandes problemas era el salario de los trabajadores, cuando sabe bien que no es así. El tema de los salarios no incide en la 
gran problemática de la Marina Mercante, sino que pasa por otro lado. Concretamente, los empresarios, la Cámara de la Marina 
Mercante, planteó una serie de condiciones para reactivar el sector que en ese momento no fueron aceptadas por el Ministro 
Cáceres, que actuaba en representación del Poder Ejecutivo. Quiere decir que los empresarios no podían invertir, puesto que no 
tenían un rumbo fijo hacia dónde ir ni reglas a qué atenerse. 


En cuanto a lo manifestado por el señor Ministro en cuanto a que hay que legislar, por supuesto que habrá muchas cosas sobre las 
que hay que legislar, pero lo primero que hay que hacer es cumplir con lo ya legislado, cosa que no sucede. Ese es, pues, otro 
tema. 


Como se decía, la Administración Nacional de Puertos tiene dos dragas: la 7 y la 9, que son dragas de succión por arrastre. Sin 
embargo, el Ministro dijo que no había este tipo de dragas en el Uruguay. Los costos que ellas supondrían serían los mismos que 
hoy se están pagando como resultado de la licitación. Nos referimos a la reparación de esas dragas para estar en condiciones de 
poder dragar, no sólo el canal, las 20.000 millas, sino todas las aguas jurisdiccionales del territorio nacional, es decir, los ríos, 
etcétera. 


Nosotros creemos que se debe llamar a licitación a todos los que quieren, sin más límites que los que se imponen en el pliego de 
condiciones. Estamos hablando de crear fuentes de trabajo, que es una necesidad tremenda que tenemos en el país y, por lo tanto, 
por ese lado podemos abatir parte del desempleo. Para eso se necesita la bandera uruguaya, el Pabellón Nacional, de acuerdo con 
la Ley de Embanderamiento y eso tiene que ver con todos los organismos y el cumplimiento de la legislación. 


Estamos cansados de escuchar el tema de los inversores. Hay un montón de ejemplos que podemos citar como el del agua en 
Maldonado, el de las telecomunicaciones, etcétera. Se trata de diferentes lugares donde se habla de los inversores, pero acá no se 
viene a invertir nada, sino a hacer usufructo de los beneficios que ya tiene el país en su patrimonio nacional. Algunos casos como el 
de Norteña, ya pertenecen a capitales privados, dejando a la gente desocupada y llevándose los dineros hacia otros países, sin 
invertir nada en el nuestro. Eso debe quedar bien claro y, por lo tanto, cuando hablamos de inversores hay que analizar muy bien el 
tema. Aclaro que nosotros no nos oponemos a que vengan inversores; por el contrario, queremos que lo hagan, pero creemos que 
hay que ponerles los límites correspondientes a través de las leyes para que no se conviertan en capitales golondrinas, como ha 
sido la costumbre en nuestro país. 


Nosotros hacemos hincapié en el tema de la bandera uruguaya, porque así como está el artículo 154, pueden venir con bandera 
extranjera, con tripulación extranjera, si lo quieren hacer y, por lo tanto, va a haber evasión al BPS y a todos los organismos de 
previsión social. No queremos que vengan a hacer un trabajo y no le dejen nada a nuestro país. 


Cabe destacar que la compañía que ganó tiene bandera uruguaya e inclusive diez tripulantes de nuestro país, lo que es una 
ventaja. Pero este tema no termina acá, todavía se pueden presentar casos iguales o similares, por lo que debemos tomar 
previsiones a fin de saber qué caminos recorrer. 


Repito que consideramos que la licitación debe ser sin límite, sólo con las condiciones estipuladas en el pliego, de manera que 
quien la gane, tenga la obligatoriedad de poner la bandera uruguaya y, por lo tanto, cumpla con todas las reglamentaciones 
requeridas. Esta sería una forma de defender nuestra soberanía y las fuentes de trabajo; está de más señalar la desocupación 
tremenda que existe en nuestro país. 


Cuando hablaba del tema de los inversores, quería referirme al Puerto de Montevideo -aspecto sobre el que el compañero del 
SUANP tiene mucho que decir- a la Playa de Contenedores, etcétera. Estas cosas al país no le han dejado nada positivo. 


Por eso decimos que estamos a lo que entienda la Comisión para resolver un problema y hacer justicia social con este tema, en 
defensa de las fuentes de trabajo de los marinos mercantes. Habría que ver cómo se puede modificar la situación para cuidarnos 
todos la salud y brindar buenas condiciones para asegurar a los trabajadores del país un mínimo de fuentes de trabajo. 


SEÑOR MENDEZ.- En nombre del Sindicato de la Administración Nacional de Puertos, voy a hacer un poco de historia. Creo que 
aquí todos nos acordamos de la época en que el actual Presidente de la República, el doctor Jorge Batlle, planteó el regalo de 
aquella famosa draga que iba a venir de Livorno, la cual los trabajadores portuarios -y el país, porque en definitiva era para los 
trabajos del dragado del puerto- esperábamos con muchas ansias ya que significaba fuentes de trabajo. Me refiero a la draga que 
nos regalaba el Estado de Livorno. Nuestro personal fue a verla y era mucho más moderna que la que tenemos. Sin embargo, 
tuvimos un problema grande debido a que el personal de Prefectura que fue con dos Capitanes dijo que no se estaba en 
condiciones de traer la draga por vía marítima y que había que hacer un gasto de U$S 1:500.000 para traerla en un barco de dique. 
Ante eso, propusimos traerla nosotros, navegando, pues la Draga 6, que tiene cincuenta años, vino navegando. Analizando la 
situación de la Armada Nacional, vimos que ese año le habían ocurrido muchos problemas: el hundimiento del Valiente, la caída del 
helicóptero, el anogamiento de un buzo, además del robo de aquellas famosas balas en la Armada. Entonces, quizás temieron que 
se les hundiera esta draga, porque sería otra perla más para acumular en su historia. 


En definitiva, pensamos que si hace cincuenta años vino una draga a remolque, hoy, con los adelantos técnicos que hay, los 
satélites, la posibilidad de avizorar con qué tiempo nos vamos a encontrar de aquí a cien millas de navegación para entrar a puerto, 
bien podríamos haber traído esa draga navegando. No sabemos por qué no se hizo, pero el elemento que acabo de aportar puede 
ser tenido en cuenta para un análisis. 


Por otra parte, existe falta de planificación con el dragado. Cada dos años las dragas tienen que entrar a dique para su reparación, 
por exigencias del seguro. Viendo la problemática de la privatización, o esta famosa licitación de U$S 7:000.000 a Boscalis, a la 
empresa privada, multinacional, y con intención de defender la soberanía ya que tenemos los elementos necesarios para hacer el 
trabajo, el sindicato hizo propuestas al Directorio y a la Gerencia General de entrar las dragas a dique a mediados del año pasado, 
para que a fin de año estuvieran prontas para comenzar este año parte de la labor del famoso canal de dragado a 11 metros, que 
nosotros decimos que está a 10,50 metros y que hay que dragar nada más que 50 centímetros. También se les planteó los 
elementos necesarios y que ellos están en vista para comprar y para tener los equipos posicionadores. En la actualidad, el dragado 
se está haciendo de una manera bastante rudimentaria, pero igualmente se hace. Sin los elementos necesarios -que aún no 


tenemos pero que están en vías de venir- trabajamos con el sistema de boyado que tiene el canal de acceso a Montevideo. Por lo 
tanto, al estar las boyas corridas en un canal de 200 metros, terminamos haciendo un canal de 400 metros. A raíz de todo esto, 
aparece el problema de la ineficiencia y la improductividad, porque el hecho de no tener los elementos necesarios va en desmedro 
de los trabajadores, por cuanto no nos mandan reparar las dragas y dicen que tienen que mandar a licitar. Nosotros tenemos un 
gasto anual de U$S 7:500.000 por el conjunto del dragado, es decir por el gasto de personal, combustibles, aceites y reparaciones. 


Por ejemplo, ahora se mandó a reparar la draga 9 -fuera de tiempo, decimos nosotros- que recién salió en las condiciones aptas 
para hacer el trabajo y ya lo está realizando en la Dársena 2 y en parte de la 1. También tenemos la draga 7 que actualmente se 
encuentra en dique. Debo agregar que la entrada a dique de nuestros barcos, de nuestros elementos que son públicos, estatales y 
por los que todos debemos velar, cuesta alrededor de U$S 500.000. 


Por su parte, tenemos la draga 6, que hace muchos años que no entra a dique y que constituye una parte fundamental para realizar 
el dragado de los muros. No la hemos mandado a dique, pero tampoco trajimos la famosa draga que nos regalaban los italianos. 
Entonces, después inventamos que existen cuatro formas de dragar: una es por tangidones, otra es por succión, una tercera por 
medio de drapo y, finalmente, esta última -que fue la que nos impusieron porque dijeron que no teníamos los elementos necesarios- 
llamada de chorro. Esta es una draga que no trabajó tan bien y los resultados están a la vista. 


La Terminal Cuenca del Plata terminó contratando a la Administración Nacional de Puertos para el dragado. Con la grúa flotante 
fuimos a terminar un trabajo que esa draga que trajeron de Argentina no pudo hacer correctamente. En esa oportunidad, la ANP 
ganó U$S 100.000 por colocar la grúa flotante, cuando en realidad tendría que haberse usado la draga 6, que es la ideal para ese 
trabajo, pero no se la ha enviado a reparar y se está haciendo pedazos. Como no teníamos la draga en condiciones, hubo que 
contratar. Vemos que siempre se buscan excusas políticas para no utilizar nuestras herramientas y cuidar los bienes del Estado. 
Después se dice que, como no se dispone de los elementos, hay que llamar a una empresa privada para que haga el trabajo. 


Por estos motivos decimos que esta licitación es una aberración y un despilfarro de dinero por parte del Estado y que después irá 
en desmedro de todos los trabajadores. Como no se puede soportar el gasto, se envían trabajadores a disponibilidad y, sin 
embargo, se tiran U$S 7:000.000 a una empresa privada. Ese trabajo lo podemos hacer nosotros porque tenemos todos los 
elementos, entre otros, la grúa flotante que draga por medio de drapo. Creemos que lo que ocurre es que no se quiere reactivar y ni 
siquiera dar funcionamiento al tema del dragado, para que, de aquí en más, vaya cayendo por su propio peso al no hacerse un 
mantenimiento de las herramientas, con el fin de contratar luego a la empresa privada, con todas las consecuencias negativas para 
las fuentes de trabajo a lo que podríamos sumar la famosa cuestión de la inoperancia y el tema del cambio de bandera. 


SEÑOR FRANCO.- Brevemente, quiero decir que es evidente que con este artículo se da un paso más en la desregulación. Ello 
nos preocupa, no sólo por la posibilidad de que dragas de terceras banderas puedan trabajar en nuestros ríos en detrimento de 
todo lo que aquí se ha mencionado, sino porque se produzca lo que detectamos como una estrategia, uno de cuyos capítulos es la 
eliminación y la práctica desaparición de los marinos mercantes. Si nosotros hacemos referencia a cualquier parte de la producción 
que es susceptible de ser enviada por vía fluvial, veremos que se afecta. En el caso, por ejemplo de una actividad que ha venido 
creciendo en gran medida, como la forestación, si hablamos de transporte multimodal observamos que la filosofía es que la 
producción salga mediante ferrocarriles privados, hacia puertos privados y en buques de terceras banderas, navegando ríos que 
han sido dragados por dragas de terceras banderas. Lamentablemente, no vemos por ningún lado que se fomente el crecimiento 
de fuentes de trabajo para los uruguayos. 


Entonces, aquí el Legislador puede tener el desafío de modificar este artículo, a fin de que contemple, por lo menos, algunos de los 
objetivos que se han trazado, para facilitar la inversión de empresas en esta materia. Nosotros no nos oponemos a la inversión 
extranjera, pero pensamos que debe ser condición "sine qua non" la adopción de la bandera uruguaya para trabajar en nuestras 
aguas, con el componente de la generación de puestos de trabajo para los uruguayos. A estos efectos, consideramos que al menos 
se podría legislar o buscar alguna fórmula que estipule que los llamados a licitación no contemplen a priori la adopción de la 
bandera uruguaya, a fin de permitir una mayor cantidad de licitantes, pero sí prevea que una vez ganada la licitación se adopte la 
bandera uruguaya. Pensamos que una de las condicionantes debería ser la aplicación de la legislación del país, más allá de que 
también tenemos algunas críticas en torno a cómo se la ha aplicado en materia de puestos de trabajo en el ámbito marítimo. 


La Ley N* 16.387, de embanderamiento, establece un 75% de tripulación uruguaya en barcos nacionales, pero ese porcentaje 
vendría a ser el mínimo estipulado. Sin embargo, esa cantidad se interpreta como un techo. Es decir que si bien se trata de un 
mínimo -por lo que el barco podría llegar a tener un 100% de tripulación uruguaya- se lo toma como un techo, con lo que un barco 
de bandera nacional puede llegar a estar tripulado en gran medida por extranjeros, a pesar de la desocupación que todos sabemos 
impera en el país. No hablemos ya del sector pesquero, que es otro cantar y presenta situaciones escandalosas, pero el sector 
mercante también se constituye en gran medida con tripulaciones extranjeras. 


Los artículos 25 y 26 de la ley establecen que en caso de que el barco que adopte bandera nacional provenga de países del 
MERCOSUR, ese porcentaje de participación de tripulantes uruguayos se puede reducir al 50%. Cabe aclarar que esto no se da en 
un marco de reciprocidad, ya que ningún marino uruguayo que vaya a Brasil o Argentina tendrá posibilidades de navegar en barcos 
de esas banderas. Sin embargo, el Uruguay en forma unilateral se da estos lujos cuando se cae a pedazos por la desocupación. 


No separamos este artículo de toda esta situación que se da en el conjunto de la actividad marítimo-portuaria y es por eso que 
dejamos en manos de esta Comisión, de los Legisladores, la posibilidad de que se modifique esta disposición sobre la base de 
defender el dragado nacional, pero garantizando facilidades para la adopción de la bandera nacional y para el acceso a esos 
barcos de tripulación uruguaya. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que a las 15 horas recibiremos a una delegación de la Mesa Nacional - No Peajes y en función de 
que ustedes han anunciado que iban a plantear el tema de la formación de la gente de mar, les pedimos que redondeen este punto 
a fin de avanzar al siguiente asunto. De todas maneras, vamos a solicitar que por Secretaría se reparta la versión taquigráfica de la 
Comisión de Educación y Cultura en la que ustedes mismos abordaron este tema, a fin de que los señores Senadores puedan 
contar con un desarrollo más extenso. 


SEÑOR MICHELINI.- La primera consulta que deseo realizar tiene que ver con la formación de los trabajadores del mar. A mi juicio, 
hay pasajes del decreto que son bochornosos. No pretendo poner esto en boca de nadie pero lo cierto es que quisiera saber en 


qué punto estamos con respecto a este asunto porque, en la medida en que se creó una Comisión abocada a su estudio, me 
gustaría saber si se están reconsiderando algunos de los pasajes más sorprendentes de ese peaje. 


Con respecto al otro tema, está claro que cuando empiecen las obras, y si hubiera dragado, la bandera tendrá que ser uruguaya. 
Digo esto porque como estamos pagando, el personal tiene que ser uruguayo y las leyes vigentes también lo deberían ser. Por otro 
lado, se habló de la necesidad de que hubiera una decisión rápida porque se va a tener que dragar y hay que tener en cuenta que 
existen otras dragas de bandera uruguaya y la empresa que ganó puede decir que no cambia nada. A mi juicio se necesita una 
respuesta rápida en el sentido de que cuando se comience a dragar sea con bandera uruguaya y con el personal que estipula la ley 
uruguaya. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer una pregunta que va en el mismo sentido que lo que planteó el señor Senador Michelini. En 
el planteo que se hace creo entender que se sugiere no sólo la derogación del artículo, sino legislar profundizando en el tema. Por 
ahora quiero informar que estamos analizando la derogación, que puede tener un trámite parlamentario más veloz que el que 
tendría una propuesta de creación de una nueva legislación. Entonces, quisiera saber qué opinión les merece la derogación lisa y 
llana del artículo que es, concretamente, lo que está planteado en el proyecto de ley que tenemos a consideración de la Comisión. 


SEÑOR FRANCO.- Por supuesto que nos inclinamos por la derogación, respetando la ley de cabotaje; sobre eso no tenemos 
ninguna duda. En ese sentido, validamos la ley por su amplitud, por los beneficios que otorga, así como también por la defensa que 
hace del cabotaje nacional. 


Con respecto a la posibilidad de modificación, la planteábamos para evitar que se convierta en una traba legislativa para quienes 
han defendido el artículo que está en discusión. En definitiva sería una salida que contemplaría, incluso, el llamado a licitación. 


SEÑOR LARROSA.- Según algunas versiones, es probable que se empiece a dragar en Semana de Turismo. Por eso, más allá de 
la derogación y en defensa de la ley de cabotaje, pensamos que es necesario que se modifique en forma urgente para que quede 
clara la reglamentación vigente. Digo esto porque si bien es cierto que tienen una draga con bandera uruguaya, pueden decidir que 
quede en mantenimiento en Martín García -porque tienen un contrato- y venir con dragas de banderas extranjeras con tripulación 
extranjera... 


SEÑOR MICHELINI.- Como la modificación tiene un trámite parlamentario, en la medida en que haya mayoría, habrá que agregarle 
una cláusula final que estipule un plazo Digo esto porque en el caso de que ya hayan empezado a trabajar, se deberá establecer su 
regularización con respecto a la ley, fijándose un plazo de 30 ó 45 días, de tal manera que, repito, si se comenzaron las obras, se 
tendrán que atener a la ley ya que hay mucho dinero en juego. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correspondería, entonces, abordar el segundo punto. 
SEÑOR ACEYRO.- Voy a tratar de sintetizar en pocas palabras la respuesta a la pregunta del señor Senador Michelini. 


El decreto fue aprobado en el mes de enero y, en su momento, se presentaron los recursos administrativos de estilo ante el Poder 
Ejecutivo el que, a su vez, formalmente no nos ha comunicado nada. En consecuencia, esto sigue su trámite ya que todavía se 
está dentro del plazo y aún restan tres meses más. 


Por su lado algunas gremiales como el Centro de Maquinistas Navales y la Unión de Capitanes y Oficiales de la Marina Mercante, 
decidieron impulsar medidas de amparo. Quizás un poco por el recurso administrativo y otro poco por la acción de amparo, a lo que 
se sumaron las gestiones realizadas por la ANEP como ente autónomo, el Poder Ejecutivo se vio en una encrucijada y se formó 
una especie de comisión bipartita entre el Ministerio de Defensa Nacional y la ANEP. Lógicamente esto se mantuvo a nivel 
interestatal, no se dio participación a las instituciones profesionales del sector privado y, en ese sentido, sabemos que la Comisión 
está ultimando los detalles de un nuevo decreto derogatorio del anterior. Por lo tanto, el decreto 19 tendría vigencia prácticamente 
hasta mayo, días más, días menos. 


Por otro lado, de acuerdo con una versión extraoficial que tenemos -oficialmente no se nos ha comunicado nada- da la impresión 
de que se han retocado algunos aspectos de carácter académico, educativo, entre la ANEP -por su autonomía constitucional- y la 
formación que imparte el Ministerio de Defensa Nacional, a través de la Escuela Naval. De todas maneras, en otros aspectos de 
índole profesional y laboral o vinculados al transporte -indirectamente el Convenio internacional SCW78 y sus Enmiendas refiere 
básicamente a la formación, tripulación y guardia de la gente de mar, pero obviamente está conectado con el tema del transporte 
marítimo- no habría grandes cambios en ese futuro decreto. 


En lo sustancial seguimos entendiendo que así como el convenio internacional establece claramente que se excluye de la 
aplicación del mismo lo que sería la marina militar, es obvio para nosotros, que incluye todas las actividades civiles, es decir la 
Marina Mercante propiamente dicha. En ese sentido, de acuerdo con la reglamentación del Decreto N* 19 y a lo que podría 
sustituirlo, no encontramos que se haya cambiado demasiado el ritmo. Realmente el protagonismo lo sigue teniendo 
aparentemente el Ministerio de Defensa Nacional, ya que la administración marítima que según el convenio es el gobierno de la 
parte, o sea el Gobierno Nacional, de acuerdo con el decreto 19 es el Comando General de la Armada. Nos da la impresión que no 
es lo mismo Gobierno Nacional que Comando General de la Armada. 


Por otro lado, aparentemente en el borrador del nuevo decreto se mantendría ese criterio, para citar un caso concreto. En ese 
sentido, los aspectos educativos habrían sido revisados -no sabemos exactamente en qué términos- y los demás aspectos de 
tripulación y de guardia que afectan, naturalmente, a los maquinistas, a los oficiales mercantes y a todos los tripulantes, no habrían 
existido cambios sustanciales. Por lo menos esta es la información que tenemos hasta el momento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos decir que tenemos la doble condición de pertenecer a la Comisión de Educación y Cultura y a 
esta Comisión de Transporte y Obras Públicas y, sobre este tema, debemos señalar que la primera ha tomado conocimiento -a raíz 
de la visita que ustedes nos realizaran- del mismo y ha solicitado los antecedentes -que todavía no tenemos- tanto a la ANEP -vía 
Ministerio de Educación y Cultura- como al Ministerio de Defensa Nacional, pero todavía no tenemos respuestas oficiales. 


SEÑOR ACEYRO.- Tenemos entendido que el Ministerio de Educación y Cultura prácticamente no ha intervenido en esa revisión. 
Solamente lo han hecho el Ministerio de Defensa Nacional y la ANEP mientras que el Ministerio de Educación y Cultura actúa como 


un componedor de la situación. En ese sentido, su Asesor Letrado Jefe me ha informado que el Ministerio de Educación y Cultura 
en definitiva no forma parte de la Comisión revisora y está esperando que el Ministerio de Defensa Nacional envíe el texto 
definitivo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Transporte y Obras Públicas agradece a los representantes de la Intergremial Marítima y 
Portuaria por la información que nos han brindado, la que será adjuntada a la documentación que poseemos a fin de ser distribuida 
entre los señores Senadores. 


(Se retira de Sala la delegación de la Intergremial Marítima y Portuaria) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


